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Introducción

Durante el año 2005, la economía uru-
guaya alcanzó los niveles de crecimiento
anteriores a la recesión.1  A pesar de ello,
el país aún mantiene algunos indicadores
económicos preocupantes. A modo de
ejemplo, presenta una elevada tasa de des-
empleo, situada en el 12.5% de la pobla-
ción.2  Esto puede explicar en buena medi-
da porqué la recuperación económica de
los últimos años, ha tenido un escaso im-
pacto sobre el nivel de ingreso real de los
hogares.3  Vale señalar que entre 1998 y

2002, el país experimentó una caída del
producto del 17.5%. Si bien las secuelas
de la crisis han sido múltiples, es importan-
te destacar el impacto sufrido sobre los in-
gresos más bajos, lo que produjo una cre-
ciente brecha entre éstos y los salarios más
altos (Buchelli; Furtado, 2005). De un es-
cenario comparativamente auspicioso du-
rante la primera mitad de los noventa, con
una distribución del ingreso relativamente
estable (Vigorito, 1999), pasamos a un es-
cenario distributivo con un aumento impor-
tante de la concentración del ingreso. Este
fenómeno se puede identificar, por un lado,
en el aumento de la asimetría de ingresos
entre personas con diferentes niveles edu-
cativos; y por otro lado, en la diferencia
entre aquellas personas dependientes de
pensiones y jubilaciones, y aquellos que

1 Según estimaciones se espera un crecimiento de la
economía del país en 2005, en términos constantes,
aproximadamente de un 6,3% (Instituto de Econo-
mía 2005:4).
2 Instituto de Economía, Tendencias y perspectivas
de la economía uruguaya (diciembre de 2005), Ins-
tituto de Economía, Facultad de Ciencias Económi-
cas y de Administración, UdelaR, 2005.
3 Es importante destacar que el nivel de ingreso real
de los hogares experimentó una mejora durante el

trimestre junio-agosto, con un incremento del 1,5%
en relación al promedio de los doce meses culmina-
dos en setiembre con igual período de 2004 (Insti-
tuto de Economía 2005:2).



boletín cinterfor28

perciben ingresos por vía laboral (Buchelli;
Furtado, 2005:179).

Así, los cambios del mercado laboral
ocurridos en los noventa explican potencial-
mente el aumento en el nivel de desempleo
y de los niveles de dispersión salarial con-
solidados en los últimos años (Kaztman;
Filgueira; Furtado, 2000; Buchelli; Furtado,
2005).

En este contexto, las reformas impul-
sadas desde el gobierno en materia laboral
cobran especial relevancia. La reintro-
ducción de consejos de salarios (Consejo
Superior Tripartito, Consejo Tripartito Ru-
ral), la instalación del Consejo Económico
Nacional, o bien el debate acerca del acuer-
do marco sobre empleo, ingresos e inver-
siones, así como la ley sobre fuero sindi-
cal, forman parte de una nueva normativa
reguladora de las relaciones laborales. Los
objetivos detrás de estas modificaciones
son múltiples: la fijación de un salario acor-
de y consensuado entre empleados y
empleadores, mejorar las condiciones la-
borales, reducir la dispersión salarial,
optimizar el proceso productivo del país.
Este paquete de reformas, retoma la ne-
gociación tripartita (luego de trece años de
suspensión) como el principal mecanismo
de negociación en el ámbito laboral.

De esta manera, la idea de “diálogo so-
cial” (DS) se ha transformado en una de
las insignias del gobierno asumido el pasa-
do 1º de marzo. Mediante este concepto,
se pretende describir un esquema de co-
operación entre trabajadores, empleadores,
y gobierno (Ishikawa, 2003:1).4  En otras

palabras, se ha sostenido que el DS en
materia laboral, incluye a todas las formas
de relacionamiento entre los actores (con-
sulta, negociación colectiva, participación,
concertación social, información, etc.), que
difieren del conflicto abierto (Ermida,
2001:69).

En estas páginas intentaré aportar al-
gunos argumentos hacia la pregunta de por
qué es deseable mejorar los niveles de DS
del país. Para esto dividiré el trabajo en
cuatro partes principales. En primer lugar,
sostendré que es razonable entender la
negociación tripartita como un importante
instrumento para mejorar los niveles de DS,
aunque este mecanismo no es una condi-
ción necesaria ni suficiente para que el DS
tenga lugar. En este sentido, defenderé que
es esencial pensar en un conjunto de insti-
tuciones que aseguren no sólo mayor si-
metría dentro del relacionamiento entre
empleados y empleadores, sino que ade-
más aumenten los niveles de inclusión de
los diferentes sectores activos y potencial-
mente activos (formales e informales) en
materia laboral. Asimismo, en este primer
punto evaluaré el concepto de inseguridad
económica. Básicamente, la idea de segu-
ridad económica se compone de dos as-
pectos fundamentales. En primer lugar, la
noción de seguridad social básica (basic
social security), definida por el acceso a
una infraestructura mínima de salud, edu-
cación, información, representación, etc.
En segundo lugar, la idea de “seguridad
relacionada al trabajo”5  (work-related
security), la cual presupone la existencia
“seguridad” en siete aspectos fundamen-

4 Existen múltiples usos de este concepto en áreas
diferentes del ámbito laboral. A los efectos de este
trabajo, siempre utilizaré la idea de DS en referencia
a ámbito de relaciones laborales.

5 ILO, Definitions: What we mean when we say
“economic security”, ILO Socio-Economic Security
Programme, 2004.
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tales: seguridad en el ingreso (income
security), seguridad en el trabajo (work
security), seguridad en el empleo
(employment security), seguridad de ta-
reas (job security), seguridad en la repro-
ducción de habilidades (skill reproduction
security), seguridad en el mercado de tra-
bajo (labour market security) y seguri-
dad en la representación (representation
security), (ILO, 2004; Standing, 2002). En
este punto examinaré de qué manera los
problemas que presentan las relaciones la-
borales del país, pueden ser interpretados
como ausencia de seguridad económica, es
decir, inseguridad económica.

En la segunda parte del trabajo, reali-
zaré una breve descripción de los princi-
pales cambios en el ámbito de relaciones
laborales y del mercado laboral uruguayo
durante los últimos años. En este punto, pre-
sentaré algunas respuestas tentativas a la
pregunta de por qué se han disparado los
márgenes de inseguridad económica en
ciertos sectores de la población.

En la tercera parte, examinaré las nue-
vas normativas reguladoras de ámbito la-
boral impulsadas por el actual gobierno. La
intención será aportar algunos argumentos
en base a dos preguntas principales. En
primer lugar, ¿son acordes las nuevas re-
formas del ámbito laboral con los objetivos
propios del DS? En segundo lugar, ¿qué
características deberían tener los nuevos
arreglos implementados para evitar poten-
ciales problemas?

Finalmente, en la cuarta parte del tra-
bajo, expondré unas consideraciones fina-
les. Allí argumentaré que es necesario un
DS de características distintas a las exis-
tentes bajo la forma de negociación tripar-
tita tradicional, producto de las propias

transformaciones sociales y laborales en
el país. En este sentido es necesario plan-
tear una forma de DS que permita incor-
porar los intereses de los actores subrepre-
sentados más vulnerables al nuevo contexto
laboral.

1. Algunas consideraciones
conceptuales sobre diálogo
social e inseguridad económica

1.a Diálogo social

No es novedad decir que la idea de diá-
logo social es difícil de definir. Práctica-
mente no existe trabajo referente al tema,
que no haya lidiado con este problema. En
términos generales, la idea de DS refiere a
un esquema de cooperación entre emple-
adores, trabajadores, y (en algunos casos)
el gobierno.6  Este último actor, puede es-
tar ausente o formar parte del diálogo, o
bien puede interactuar como mediador
(Ishikawa, 2003:1). Así, el DS supone el
conjunto de modos de relacionamiento en-
tre los actores mencionados, distintos al
conflicto abierto (Rosenbaum, 2000:25;
Ermida, 2001:69). Dentro de las formas de
relacionamiento posible, se destacan el in-
tercambio de información, la consulta, la
negociación colectiva, la participación y la
concertación social7  (Ermida, 2001). De

6 La idea de DS se encuentra implícita en las norma-
tivas reguladoras de organizaciones de carácter in-
ternacional como la Unión Europea y el Mercosur.
Sobre la experiencia de DS en la EU ver: Gorges,
2001; Sarfati, 2006; Commission of the European
Communities, 2002. Un análisis del caso latinoame-
ricano se puede encontrar en Morgado, 2002.
7 La “concertación” presupone un tipo específico
de política de acuerdo entre trabajadores, emplea-
dores y el gobierno, con el fin de enfrentar situacio-



boletín cinterfor30

un modo similar, la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT)8  ha defendido una
noción de DS compuesta por al menos tres
formas de relacionamiento entre emplea-
dores y trabajadores: intercambio de infor-
mación, consulta y negociación9  (Ishikawa,
2003:3). La intensidad del DS adquiere su
expresión más básica en las instancias de
intercambio de información y su expresión
más compleja en las instancias de nego-
ciación colectiva (Ishikawa, 2003:3).

Un camino posible para afinar un poco
más el concepto en cuestión, consiste en
realizar una serie de clasificaciones de
acuerdo a un conjunto de variables que di-
ferencian las múltiples formas del DS
(Graña, 2002:26). En primer lugar, podría-
mos hacer una distinción tomando en cuen-
ta el mecanismo de interacción y relaciona-
miento de los actores llevado a cabo. Me-

diante esta vía, hablaremos de DS cuando
aparece en escena cualquiera de las for-
mas de interacción arriba mencionadas
(Graña, 2002:26). En segundo lugar, podría-
mos distinguir si el diálogo es formal o in-
formal. En otras palabras, si el diálogo tie-
ne lugar bajo un esquema institucionalizado
de relacionamiento (una normativa regu-
ladora específica); o si por el contrario, éste
se produce espontáneamente (Graña,
2002:26). Una tercera variable discrimina-
toria, consiste en determinar si el DS se
produce de forma orgánica o inorgánica.
Se argumenta que el DS orgánico se origi-
na cuando existe una determinación espe-
cífica que pauta el relacionamiento. Por el
contrario, la modalidad inorgánica de DS
se produce sin la existencia de un órgano
creado especialmente para ese fin. De esta
manera, podemos decir que todo diálogo
orgánico es formal, aunque no todo diálo-
go formal tiene que ser necesariamente
orgánico (Graña, 2002:27).

En cuarto lugar, el DS puede ser distin-
guido tomando en cuenta una dimensión
temporal. Básicamente, si se trata de una
interacción ocasional y discontinua, o si por
el contrario, ésta se produce de forma per-
manente y sostenida (Graña, 2002:27). Fi-
nalmente, es posible establecer una distin-
ción considerando el grado de aplicabilidad
y alcance de las determinaciones o resolu-
ciones impulsadas desde las instancias de
DS. En este sentido, Roberto Céspedes
realiza, por ejemplo, una distinción de DS
en base al número de interlocutores (tri o
bipartito) y en base a los niveles de nego-
ciación (macro, meso, micro) (Céspedes,
2000:30). El nivel de negociación está es-
trictamente vinculado con el grado de al-
cance y aplicabilidad de los acuerdos. Así,
bajo un nivel de negociación “alto” o “cen-

nes críticas. En este sentido, algunos autores sostie-
nen que el DS se diferencia de la concertación, ya
que el diálogo a diferencia de la concertación, no
exige que se llegue a un acuerdo entre las partes
(Barretto Ghione 2000:11). En palabras de Barretto
Ghione, “Concertación y DS compartirían enton-
ces una misma naturaleza, con una diferenciación
en cuanto al grado de acuerdo y la finalidad, que en
el primer caso es necesariamente convencional,
aunque con frecuencia no es coercible” (Barretto
Ghione, 2000:12).
8 Ver: http://www.ilo.org/spanish/dialogue/fpdial/sd/
index.htm
9 Algunos autores como Barretto Ghione, sostie-
nen que si bien el DS puede llegar a ser un pacto o
acuerdo, ésta no es su esencia, ya que el convenio
no es su finalidad (Barreto Ghione 2000:12). Esta
idea parece razonable siempre y cuando nos refira-
mos a algunos de los instrumentos del diálogo (como
el intercambio de información o la consulta). Sin
embargo, cuando analizamos el resto de los instru-
mentos o mecanismos del diálogo, como la negocia-
ción o la concertación, parece razonable pensar en
que los mismos se llevan a cabo con pretensiones de
cierre.
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tralizado” se llega generalmente a resolu-
ciones de alcance nacional o incluso inter-
nacional. No obstante, en un nivel meso o
intermedio de negociación, se establecen
acuerdos a nivel de rama o sector de acti-
vidad (Graña, 2002:27). Por último, a nivel
micro se llevan adelante negociaciones que
por lo general involucran a una única em-
presa.

Ahora bien, ¿es el DS un objetivo en sí
mismo o es un instrumento para alcanzar
otros objetivos? Existe cierto consenso en
entender el DS como un instrumento
(Sepúlveda; Vega Ruiz, 2000; Quiñónez,
2005; Ishikawa, 2003). Siguiendo este ar-
gumento, el DS puede ser entendido como
un medio que permite alcanzar otros obje-
tivos buscados. Pero ¿cuáles son esos ob-
jetivos?, ¿por qué no entenderlo como un
objetivo en sí mismo? Se entiende que
mediante un estado de DS se puede ga-
rantizar algunos valores de primera impor-
tancia, como la libertad de expresión y de
asociación. O bien, que mediante el DS
podríamos sentar mejores cimientos para
la democracia y la ciudadanía (Quiñónez,
2005:28).

Desde otro punto de vista, podríamos
señalar la necesidad de no confundir el DS
con los instrumentos utilizados para su lo-
gro. Dicho de otra forma, es necesario
destacar que los niveles de DS de una so-
ciedad cualquiera, pueden ser considera-
blemente extendidos, sin que en ella se lle-
ve adelante un esquema de negociación
tripartita. Si bien es un dato objetivo que
los niveles de DS en los países que practi-
can modalidades tripartitas de negociación
laboral son extendidos, no parece adecua-
do confundir el instrumento tripartito con
el propio DS. Al menos en términos analí-

ticos, es posible pensar en altos niveles de
DS sin la existencia de tripartismo. Si apos-
tamos por esta distinción, deberíamos, ade-
más, pensar de qué forma y bajo qué me-
canismos podemos maximizar los niveles
de DS.

Si bien parece razonable pensar que el
DS no es un objetivo en sí mismo, tampoco
parece muy acertado definirlo como un ins-
trumento. En todo caso, podríamos enten-
derlo o bien como un conjunto de instru-
mentos, o bien como un objetivo para al-
canzar otros objetivos.

Pero ¿cuáles son los componentes
esenciales del DS?, ¿qué lo distingue de
las otras modalidades de relacionamiento?
Quizás una alternativa analítica, consista
en definirlo e interpretarlo en términos de
procedimiento. En este sentido, el DS pue-
de ser entendido como un procedimiento
mediante el cual se procura minimizar las
asimetrías (de poder, de información, etc.)
existentes entre los actores implicados.10

El objetivo de este procedimiento radicaría
en suprimir las asimetrías imperantes en el
relacionamiento laboral, para lograr el ma-
yor nivel de imparcialidad y por lo tanto de
justicia en la distribución de cargas y be-

10 El DS debería suponer un intercambio con “pre-
tensiones de cierre” (Filgueira, et al. 2000:100). Di-
cho procedimiento exige actores conocedores de las
reglas de juego y reconocidos entre sí, “dotados de
incentivos selectivos para la acción colectiva, de ca-
pacidades para interactuar con otros agentes y de
poderes para disciplinar, sobre la base de los acuer-
dos logrados, a sus propias bases” (Filgueira et al.
2000: 101). Del mismo modo, los actores que
interactúan en este procedimiento no constituyen la
totalidad de los beneficiarios del proceso. En el caso
del DS, es claro que al menos, tanto las organizacio-
nes de trabajadores, como la de empleadores, consti-
tuyen los actores fundamentales del procedimiento.
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neficios entre los actores implicados. Pen-
semos en un ejemplo. Bajo la modalidad
de tripartismo (como los Consejos de Sa-
larios en el caso uruguayo), la asimetría de
poderes entre empleados y empleadores,
es corregida por un actor idealmente im-
parcial representado por el gobierno. En
este caso, la imparcialidad y la corrección
de asimetrías descansan en el papel del
gobierno. En un escenario como éste, tan-
to los empleadores como los trabajadores
cuentan con diferentes recursos de poder
y de capacidad de amenaza, a la hora de
pautar la distribución de cargas y benefi-
cios para un lado y otro. Sin embargo, es
claro que el papel del actor imparcial es
decisivo en el proceso. Éste debe cumplir
ni más ni menos que la tarea de nivelar los
recursos de poder y amenaza de cada uno
de los actores. A pesar de esto, el proceso
de maximización de la simetría en las ins-
tancias distributivas dentro de la esfera la-
boral, puede ser imaginado sin la participa-
ción de un actor imparcial. Es decir, po-
dríamos suponer un esquema distributivo
con un alto grado de simetría entre los ac-
tores implicados, que prescinda de la parti-
cipación del Gobierno como mediador. Uno
de los caminos para lograr esto, consisti-
ría, por ejemplo, en otorgar más recursos
de poder y amenaza a los actores menos
favorecidos. Esto podría lograrse en esce-
narios complejos, en donde la pérdida de
un empleo por parte de los trabajadores no
constituya un costo significativamente alto,
ya sea gracias a la existencia de progra-
mas de garantía de ingresos o de empleos,
o bien por otros medios alternativos que
aseguren estabilidad económica a toda la
población (Pérez Muñoz, 2005).

Naturalmente, hoy en día, al menos en
países como Uruguay no contamos con las

condiciones necesarias para generar este
tipo de simetría en los procesos de distri-
bución de cargas y beneficios entre em-
pleados y empleadores. Por esto, el tripar-
tismo constituye un camino importante y
valioso para el DS. Aunque esto último no
implica que debamos reducir DS a tripar-
tismo ni mucho menos.

Otro aspecto que debemos tener en
cuenta, si optamos por interpretar el DS
como un proceso de minimización de las
asimetrías entre los actores involucrados,
es la forma mediante la cual este procedi-
miento funciona bajo una lógica inclusiva.
Esto supone la existencia no sólo de me-
canismos que aumenten la simetría, sino
que también sean lo suficientemente
inclusivos y representativos para evitar
dejar sectores de la sociedad sin voz en el
proceso. De nada serviría la reducción de
simetrías en el ámbito laboral, si sólo unos
pocos sectores se benefician de ese resul-
tado. Por esto, el DS debería ser entendi-
do como un procedimiento que reduce
asimetrías entre los actores del ámbito la-
boral, y que además procura ser altamente
inclusivo y representativo.

1.b Inseguridad económica

Al igual que la idea de DS, la expresión
“inseguridad económica” (IE)11  puede dar
lugar a confusiones. Para empezar, es una

11 Existen diversas perspectivas analíticas que dan
cuenta de la idea de inseguridad económica. Para
algunos autores, la idea de inseguridad es asociada a
fenómenos de índole global, como la erosión de los
Estados de Bienestar, los efectos no deseable de la
globalización, y la conclusión de una tradición cen-
trada en el valor del trabajo como pilar constitutivo
de nuestras comunidades (Standing, 2002).
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tarea compleja determinar una línea de
separación entre seguridad e inseguridad.
¿De qué manera decidimos si una socie-
dad es más o menos insegura en términos
económicos que otra? Por otro lado, la idea
de inseguridad no parece ser una catego-
ría con validez universal, sino que depende
del contexto en que la situemos (Barbeito;
Lo Vuolo 2003:1).

A grandes rasgos podríamos decir que
este último concepto refiere a un estado
de incertidumbre de los trabajadores y los
hogares, producido fundamentalmente por
“movimientos erráticos” de variables eco-
nómicas clave como el ingreso, el empleo
y el salario real (De Ferranti et al.,
2000:16). Básicamente, el cambio abrupto
y sistemático de esas variables altera sus
valores produciendo IS.

En América Latina la IE es considera-
da como un fenómeno multifacético, que
puede ser explicado por diversas causas
(declinación en la protección del empleo,
flujos de capital erráticos, debilitamiento de
las instituciones de voz y representación)
(Rodrik, 2001:30). Mientras tanto, desde el
programa de seguridad socioeconómica de
la OIT (ILO, Socio-Economic Security
Programme), se establece una definición
de seguridad económica compuesta por
dos aspectos fundamentales. En primer lu-
gar, la noción de seguridad social básica
(basic social security), definida por el ac-
ceso a una infraestructura básica de salud,
educación, información, representación, etc.
Y en segundo lugar, la idea de “seguridad
relacionada al trabajo”12  (work-related

security) (ILO, 2004).13  La cual refiere a
la limitación del impacto de ciertas incerti-
dumbres y riesgos en la vida de las perso-
nas. Por lo general, esas limitaciones están
vinculadas con el trabajo de cada uno.

Las siete formas de seguridad están
estrechamente relacionadas con el concepto
de trabajo decente. El primer componente
es de “seguridad en el ingreso” (income
security) que supone una provisión y
redistribución adecuada de los ingresos.
Este componente no depende exclusiva-
mente de los ingresos que potencialmente
un individuo puede ganar a través de su tra-
bajo, sino que aquí también entran en jue-
go, los ingresos obtenidos y esperables por
otras fuentes, como por ejemplo, a través
de programas de seguridad social (ILO,
2004; Standing, 2002, cap. 4). En segundo
lugar, la seguridad económica depende de
un componente de “seguridad en el traba-
jo” (work security). Esto se traduce, fun-
damentalmente, en la existencia de meca-
nismos que garanticen cobertura frente a
hechos desafortunados como accidentes o
enfermedades causadas en el ámbito labo-
ral. Podríamos decir que la “seguridad en
el trabajo” depende de la existencia de re-
gulaciones que limiten y establezcan con-
diciones y garantías aceptables de trabajo
(regulación de horas, tipo de trabajo, etc.)
que no atenten contra la salud mental ni

12 Definitions: What we mean when we say
“economic security”, ILO, Socio-Economic Security
Programme.

13 La OIT, mediante este programa, realiza un re-
porte con mediciones regulares en torno a un índice
de seguridad económica (economic security index).
Este índice es calculado actualmente sobre noventa
países. La intención de esta medición consiste en
poder obtener datos sobre la seguridad social y eco-
nómica de países de todo el mundo. Dicho índice
esta basado en las siete formas de seguridad relacio-
nadas al trabajo, señaladas arriba. Lamentablemen-
te, no existen datos para el caso uruguayo.
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física de los trabajadores (ILO, 2004; Stan-
ding, 2002:47). Un tercer componente, lo
constituye la llamada “seguridad en el em-
pleo” (employment security). A grandes
rasgos, este punto refiere a la existencia
de ciertos mecanismos de protección con-
tra la pérdida de ingreso de los trabajado-
res, así como frente a potenciales despidos
arbitrarios (ILO, 2004; Standing, 2002:45).
En cuarto lugar, se ubica la llamada “segu-
ridad de tareas” (job security), la cual de-
fiende la necesidad de preservar los diver-
sos nichos de trabajos designados como
“ocupación”. Básicamente, la intención es
asegurar la existencia de oportunidades
para que cada individuo pueda desarrollar
un sentido de la ocupación o una línea de
trabajo de su propio interés (ILO, 2004;
Standing, 2002:46). En esta misma línea, el
quinto elemento constitutivo de la idea de
“seguridad relacionada al trabajo”, lo cons-
tituye la llamada “seguridad en la reproduc-
ción de habilidades” (skill reproduction
security), es decir, la existencia de oportu-
nidades para adquirir habilidades y destre-
zas que permitan mejorar las capacidades
de cada trabajador (ILO, 2004; Standing,
2002:46). En sexto lugar, se encuentra la
idea de “seguridad en el mercado de traba-
jo” (labour market security). Dicho com-
ponente puede ser entendido como la exis-
tencia de adecuadas oportunidades de em-
pleo y trabajo asegurados por políticas
macroeconómicas, que generen altos nive-
les de trabajadores ocupados (ILO, 2004;
Standing, 2002: 35-45).

Finalmente, el concepto de seguridad
relacionada al trabajo depende fuertemen-
te de la existencia de altos niveles de “se-
guridad en la representación” de los traba-
jadores (representation security). En otras
palabras, podemos decir que una comuni-

dad posee altos niveles de “seguridad en la
representación” cuando existen mecanis-
mos que aseguran la manifestación y voz
de los trabajadores, ya sea de forma indi-
vidual o colectiva (Standing, 2002:56). Cla-
ramente, este último componente está es-
trechamente relacionado con la idea mis-
ma de DS. Si la posibilidad de voz y mani-
festación de los trabajadores representa un
elemento fundamental en la seguridad eco-
nómica de los individuos, podremos enton-
ces decir que el DS es una pieza clave a la
hora de procurar superar los niveles de in-
seguridad económica de una sociedad.
Podemos decir que la “seguridad en la re-
presentación” de los trabajadores, es el
mecanismo que estos mismos poseen para
hacer valer el cumplimiento de los otros
componentes que conforman la idea de
seguridad. Así, la representación es vital
como mecanismo para regular los niveles
de seguridad e inseguridad. Si la represen-
tación falla, el DS puede transformarse en
un procedimiento por el cual se pueda com-
pensar los problemas de subrrepresentación
de los sectores más desamparados, que
permita emprender estrategias tendientes
a reducir los márgenes de inseguridad ya
sea a nivel de ingreso como a nivel de
empleo.

Con todo esto, si bien no existen datos
para el caso uruguayo sobre el índice de
seguridad económica, tenemos buenas ra-
zones para pensar que los niveles de inse-
guridad económica del país han aumenta-
do en estos últimos años. En las páginas
siguientes, intentaré mostrar algunos de los
problemas más notorios del mercado labo-
ral, que impactan sobre los ingresos, el
empleo, el trabajo, y sobre los propios ca-
nales de representación de algunos secto-
res.
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2. Problemas en el mercado laboral
uruguayo

2.a Efectos globales

Las condiciones del “mundo del traba-
jo” han vivido profundos cambios de dos
décadas a esta parte. Estos cambios pue-
den explicarse sobre la base de dos fenó-
menos diferentes. En primer lugar, uno de
carácter más global, que refiere a las trans-
formaciones de los procesos de producción
y de las propias estructuras productivas.
Dos manifestaciones de esta transforma-
ción son: en primer lugar, la aceleración de
la innovación tecnológica, que profundiza
la inserción de la tecnología en las cade-
nas productivas en los distintos sectores de
la actividad (fundamentalmente en la in-
dustria y el comercio); y en segundo lugar,
la “tercerización” de la actividad económi-
ca. Este segundo factor, provoca la des-
centralización del espacio de producción,
reestructurando los vínculos laborales tra-
dicionales, asociados a la actividad fabril
con una alta concentración de población
ocupada en un mismo espacio físico.

Sumado a estos cambios en el mundo
del trabajo, debe agregársele los procesos
de transformación específicos de la región,
producto de las modificaciones en las mo-
dalidades de desarrollo. Como es conoci-
do, América Latina vivió, durante los ochen-
ta y noventa un proceso de profunda rees-
tructura de su modelo de desarrollo. El
modelo sustitutivo “MSI”, de carácter
industrializador y “Estado-céntrico” fue
sustituido por un modelo orientado a las
exportaciones y de carácter “mercado-cén-
trico” (Fajnzylber, 1983). Este modelo al-
ternativo se basaba en el supuesto de que
el Estado era ineficiente en la asignación y

distribución de recursos. La intervención
del Estado en la economía producía, de
acuerdo a este nuevo paradigma, distorsio-
nes persistentes sobre las decisiones de los
agentes económicos. Producto de estas
distorsiones, las economías habrían entra-
do en profundos desequilibrios fiscales, cri-
sis financieras y procesos inflacionarios.
Ante esto, el nuevo modelo planteó que no
sólo eran necesarias medidas de estabili-
zación de corto plazo, sino reformas es-
tructurales tendientes a superar en el largo
plazo dichos desequilibrios mencionados
que obstaculizaban el crecimiento sosteni-
do de las economías (Williamson, 2000;
Haggard; Kaufmann, 1992). Entre las re-
formas propuestas están aquellas tendien-
tes a: 1. Reducir el tamaño del Estado
(disminuyendo el gasto público, eliminando
subsidios y estímulos sectoriales directos e
indirectos). 2. Fomentar la apertura de
la economía (mediante la apertura comer-
cial por vía de la disminución de aranceles
y demás mecanismos proteccionistas; la
apertura financiera, disminuyendo los con-
troles a la movilización de capital y esta-
bleciendo tasas de interés positivas que
estimulen el ahorro) 3. Estimular la radi-
cación de inversiones, (ya sea mediante
incentivos tributarios, la apertura de los
mercados tradicionalmente monopólicos
por medio de la privatización de los servi-
cios públicos, o desregulando los merca-
dos de empleo flexibilizando las normas y
mecanismos de negociación entre capital
y trabajo).

2.b  Más allá del fuerte impulso que las
reformas pro-mercado tuvieron en diver-
sos países de la región, Uruguay ha sido
caracterizado como un país que procesó
sus reformas de manera gradual y en al-
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gunos casos bajos formas “híbridas”
(Filgueira; Papadópulos, 1996; Kaztman;
Filgueira; Furtado, 2000). Mientras existie-
ron reformas tendientes a liberalizar la eco-
nomía en el área comercial y financiera, y
se operó una reforma del mercado de tra-
bajo “por defecto” (suspendiendo la con-
vocatoria al Consejo de Salarios a partir
de los noventa), en otras áreas el perfil
“estatista” del modelo no fue alterado. Esto
lo demuestran las sostenidas tasas de gas-
to público durante la década (fuertemente
concentradas en la seguridad social) y el
fallido intento de privatización de las em-
presas públicas.

Como resultado de estas mixturas, lo
que existió de hecho fue la implementación
de políticas con efectos diferenciales so-
bre las distintas arenas de la economía en
particular, lo que produjo reajustes inter-
nos sectoriales que alteraron los niveles de
organización sindical existentes (Alegre
2005). En efecto durante los años noven-
ta, en Uruguay, los sindicatos vinculados a
la extracción de rentas estatales pudieron
bloquear u obstaculizar los procesos de
reforma, lo que permitió mantener sus ni-
veles de movilización y los incentivos
institucionales para actuar como grupos
organizados. Por el contrario, aquellos sec-
tores organizados que actuaron en arenas
en donde se implementaron fuertes proce-
sos de reformas (desmantelamiento de es-
tructuras proteccionistas, desregulación de
la normativa laboral) se vieron especial-
mente perjudicados, perdiendo beneficios
sociales conquistados durante los últimos
cincuenta años.

De hecho, la combinación de reformas
en arenas específicas, nuevos contextos
internacionales y formatos de inserción

productiva heredados de la vieja matriz,
tuvieron efectos adversos sobre ciertas
ramas de la economía y sobre la capaci-
dad de organización sindical generada en
estos sectores.

Por ejemplo, la caída de aranceles y
subsidios perjudicó, durante la pasada dé-
cada, al sector industrial. Este proceso, en
un contexto de estrategias de baja produc-
tividad, insuficiencia de mercados y altos
costos de bienes de capital, transfirió car-
gas sobre el propio trabajo, provocando
transformaciones en aquellos sectores de
la economía no protegidos por vía del sur-
gimiento de nuevas formas de empleabilidad
(Alegre, 2005; Rodríguez; Cozzano;
Mazzuchi, 2001). En definitiva, en un nue-
vo contexto de economía abierta y en es-
tas condiciones, los costos laborales se
vuelven factores relevantes en el ajuste de
los niveles de competitividad de las empre-
sas. Esto provoca la extensión de formas
de empleabilidad e inserción laboral más
flexibles, los cuales limitan y perjudican la
organización sindical (Alegre, 2005;
Rodríguez; Cozzano; Mazzuchi, 2001).

A su vez el cambio en la regulación la-
boral (caracterizado por el retiro del Esta-
do de la negociación salarial) provocó que
los salarios y las condiciones de empleabi-
lidad pasaran a ser negociadas en forma
descentralizada, lo que aumentó la
desprotección del trabajo, provocando un
escenario de asimetría a la hora de la ne-
gociación. En este nuevo escenario las
empresas tuvieron mayor libertad para
adoptar las estrategias de adaptación al
nuevo contexto de competitividad, carac-
terizadas por formas de empleabilidad más
laxas (Filgueira; Gelber, 2003). A su vez,
este escenario deterioró “viejas” conquis-
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Cuadro 1
Número de convenios colectivos firmados entre 1985-2000

AÑOS Nº de CONVENIOS Tasa de Variación de
Número de Convenios (1985=100)

1985 229
1987 194 85%
1990 148 64%
1993 111 48%
1996 81 35%
2000 83 36%

Fuente: Rodríguez; Cozzano; Mazzuchi, 2001.

Cuadro 2
Cantidad de afiliados totales, públicos y privados, por congreso

Total Índice de Públicos Índice de Privados Índice de
afiliación afiliación afiliación
(base 87) (base 87) (base 87)

Congreso
1987 236.640 100.0 114.951 100.0 121.689 100.0

Congreso
1990 222.310 93.9 118.910 103.4 103.400 84.9

Congreso
1993 173.433 73.2 108.291 94.2 65.142 53.5

Congreso
1996 126.200 53.32 82.700 71.94 43.500 35.75

Congreso
2001 122.057 51.58 72.788 63.32 49.269 40.49

Fuente: Supervielle; Quiñónez, 2003.

tas de los trabajadores (cobertura social del
empleo, ajustes salariales, convenios para-
lelos) generando una degradación de los
bienes colectivos que actuaban como estí-
mulos para la articulación de acción colec-
tiva, intensificando la fragmentación de la
organización sindical y retroalimentando la
asimetría a la hora de la negociación entre
agentes (Alegre, 2005).

Como resultado de estas transforma-
ciones, el sector privado experimentó du-
rante la última década una notable caída
de afiliados, del orden del 60%. La caída
en el sector público fue sensiblemente
menor, ubicándose en el entorno del 37%.
De acuerdo a cifras totales agregadas, la
afiliación sindical pasó de 227 mil afiliados
en 1985 a 123 mil en el año 2001. Como
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consecuencia de esto, la tasa de sindicaliza-
ción pasó del 37,5% en 1985, a poco más
del 15% en el año 2001 (Rodríguez;
Cozzano; Mazzuchi, 2001). A esto debe
agregársele la caída de 20 mil cotizantes
más en el congreso de 2003, lo que signifi-
ca una caída al 12,8% al cabo de este año.

En síntesis, las transformaciones
globales del mundo del trabajo y en el mo-
delo de desarrollo han alterado variables
clave referidas a la localización de los pro-
cesos productivos, la gestión de los facto-
res de producción, los estímulos provenien-
tes desde el entorno a las distintos secto-
res de la actividad, y los márgenes de ne-
gociación internos de la agentes en la dis-
tribución de los costos. Todos estos cam-
bios han operado en rasgos clave del mer-
cado de empleo que permiten explicar la
transformación creciente en los formatos
institucionales de representación de inte-
reses desde la arena laboral, y las dinámi-
cas que dichos cambios generan.

2.c Los factores arriba descritos han
provocado drásticas modificaciones en el
mercado de trabajo. Dentro de las altera-
ciones más importantes se destacan: la re-
ducción progresiva del Estado como
empleador, la caída del sector industrial y
de aquellas áreas más protegidas del mer-
cado formal de empleo, el crecimiento de
los grandes capitales en el área de servi-
cios, cambios en las modalidades de em-
pleo comercial, el retiro del rol regulador
del Estado en la relación capital-trabajo.
(Kaztman et al., 2003). En base a estas
transformaciones es posible señalar tres
nuevas características del mercado de
empleo en Uruguay.

En primer lugar, existe una creciente
informalización y precarización del empleo,
fundamentalmente en los quintiles de in-
greso más bajos. Se observa así un aumen-
to de aquellas áreas menos protegidas del
trabajo, fundamentalmente en el sector de
servicios y del cuentapropismo. De hecho,
las cifras parecen ir en relación con la caí-
da del empleo industrial y del Estado, ca-
racterizados por su inserción bajo formatos
más formales en términos de los niveles
de seguridad económica y capacidad de
acción organizada. Al cabo del período
1986-1999, el empleo estatal descendió 6
puntos (21% a 15%), mientras la ocupa-
ción en el sector industrial experimentó una
caída similar (22% a 16%) (Filgueira et al.,
2005). De acuerdo a datos aportados por
Amarante (2005) en el año 2000, alrede-
dor del 20% de los empleados en el sector
privado lo hicieron de manera informal,
mientras un 27% eran, o bien patrones o
bien cuentapropistas. A su vez, los niveles
de precarización e informalidad parecen
concentrarse crecientemente entre los sec-
tores sociales más pobres, y especialmen-
te entre los sectores más jóvenes (Filgueira,
2002). En paralelo, la expansión de estos
formatos de inserción laboral entre secto-
res medios y altos responde a las transfor-
maciones en la modalidad de vinculación
al mercado de trabajo, y no parece tener
las características de procesos de “desafi-
liación institucional” de carácter estructu-
ral que implican para los sectores bajos el
retiro del mercado formal de empleo
(Filgueira, 2002).
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En segundo lugar, se verifica un aumen-
to del desempleo estructural, y su concen-
tración en sectores bajos. Los niveles de
desempleo crecieron durante los años de
expansión de la economía (1991-1998), de
9% a casi un 12% en el período. Durante
la crisis de 2002, alcanzó cifras del 20%,
las cuales disminuyeron paulatinamente,
estabilizándose en el entorno de 12% a fi-
nales de 2005, tras dos años de recupera-
ción de la economía. Esta evolución está
caracterizada por: a) la expansión de las
tasas de desempleo en etapas expansivas
de la economía; y b) su estabilización en
tasas promedialmente más altas respecto
a décadas atrás. Luego del retorno del ci-
clo expansivo, estas tasas demuestran el
surgimiento de niveles de sobreoferta la-
boral estables que no pueden ser absorbi-
dos por el mercado. De hecho, los estudios
de series temporales parecen señalar la
persistencia de dichas tasas (Buchelli,
2005).

A su vez es posible apreciar un aumen-
to de la dispersión de las tasas de desem-
pleo en los distintos niveles de calificación
(Vigorito; 1999, Bucheli; Furtado, 2000;
Kaztman et al., 2003). Los niveles de des-
empleo se muestran más altos y estables
entre los sectores bajos, precediendo a los
ciclos de recesión y permaneciendo una vez

se retoma el ciclo expansivo de la econo-
mía. Mientras los individuos con niveles
educativos bajos y medios parten de tasas
de desempleo en 1991 del 10% y 9% res-
pectivamente, y llegan a tasas del 17% y
16% para 2001, los individuos con nivel alto
de educación comienzan la década con ta-
sas sensiblemente menores, del 7%, y tre-
pan al 12% al final de la década (Kaztman,
et al., 2003). Las cifras reflejan, además,
un aumento de la “desviación” en las me-
dias porcentuales de dichas tasas entre un
período y otro (1991-1998), lo que parece
confirmar la tendencia a la segmentación
del desempleo en los diferentes sectores
sociales.

Por último, es importante destacar el
aumento y la consolidación de la dispari-
dad salarial. Durante los noventa y aun en
períodos de crecimiento económico, el
mercado de empleo mostró una creciente
tendencia a la polarización salarial. El país
registra durante la pasada década (1989-
1997), un aumento del entorno del 13% en
sus niveles de desigualdad salarial según
datos recogidos (Rossi; Rossi, 2002). A su
vez, entre fines de la pasada década y co-
mienzos de ésta (1998-2002), se estima el
crecimiento de un 5% de los niveles de
desigualdad (Buchelli; Furtado, 2002) el
cual se acumula al crecimiento de dos
dígitos registrados en la pasada década.
Dentro de esta línea, una de las variantes
de esta dispersión salarial es la evolución
diferencial que han tenido los salarios a ni-
vel público-privado. A modo de ejemplo en
el período 1995-2000, los salarios públicos
tuvieron un aumento del 11% en compara-
ción al crecimiento del 2% que presenta-
ron los salarios privados. Esta brecha, si
bien se achicó durante el período de crisis
(2001-2004), persistió. Mientras los sala-

Cuadro 2
Personas con problemas de empleo

(desempleados, precarios y
subempleados) en 1991 y 1999

Años Porcentaje (%) de la PEA
1991 32%
1999 35%

Fuente: Domingo, 2002.
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rios públicos experimentaron una caída del
8%, los salarios privados tuvieron una caí-
da del 12%, de acuerdo a Bucheli y
Furtado (2005). Adicionalmente, debe
agregarse que estas medias porcentuales
presentan fuertes niveles de dispersión al
interior de ambos mercados (Amarante,
2002). Otro dato significativo para estimar
los niveles de segmentación creciente del
mercado de empleo, lo constituye la com-
paración de los ingresos totales según ám-
bito de actividad (público-privado) y según
tipo de inserción (formal-informal). Según
Amarante (2002), los trabajadores públi-
cos ganan promedialmente un 23% más
que los trabajadores del sector privado for-
malizados, y un 97% más que los trabaja-
dores privados informalizados, de acuerdo
a datos del año 2000.

En síntesis, las transformaciones, tanto
globales como específicas (estas últimas
relacionadas con el modelo de desarrollo)
han supuesto el decaimiento de las modali-
dades más formales de empleo, el creci-
miento de formas más flexibles e inesta-
bles de inserción laboral, así como una ten-
diente concentración de estas nuevas mo-
dalidades en los niveles de calificación más
bajos. Este último efecto, es parte del au-
mento de la brecha a nivel de las retribu-
ciones monetarias dentro del mercado de
trabajo, y su creciente correlación con los
niveles de calificación de los individuos.

3. Los retos del diálogo social
en Uruguay

El año 2005 fue trascendente en el
ámbito de las relaciones laborales del país.
Desde el gobierno asumido ese mismo año,
se impulsaron modificaciones sustanciales

a las reglas de juego en este ámbito. Vale
recordar que en 1992 el Estado se retiró
de la negociación laboral. Desde entonces,
la Ley 10.449 de 1943 sobre régimen
tripartito de fijación de salarios se mantu-
vo suspendida. Pero en abril de 2005, el
Poder Ejecutivo reinstaló los Consejos de
Salarios con algunos agregados importan-
tes, como su extensión por primera vez al
sector rural.

Además de esto, tuvieron lugar otros
hechos destacados como la instalación de
una comisión bipartita de negociación para
el sector público, la ley de fuero sindical y
la derogación del decreto que autorizaba
al Ministerio del Interior a desocupar loca-
les ocupados por parte de los trabajadores
(PMDRL, 2006).14

Asimismo, el índice de conflictividad la-
boral15  presentó los valores más bajos de
los últimos diez años. Esto sugiere que la
conflictividad laboral disminuyó considera-
blemente en 2005 (PMDRL, 2006). Tal vez,
la asunción de un gobierno de “izquierda”
con un estrecho relacionamiento con filas
sindicales, así como los logros de los pro-
pios trabajadores, sean los factores expli-
cativos de esta caída significativa de la
conflictividad laboral (PMDRL, 2006). Sin
embargo, el aumento de las ocupaciones
de empresas como medida de los trabaja-

14 Programa de modernización de las relaciones la-
borales (2006), Las relaciones laborales en el año
2005. Síntesis de prensa, Universidad Católica del
Uruguay.
15 Este índice es relevado en el marco del Programa
de Modernización de las Relaciones Laborales, de
la Universidad Católica del Uruguay. Ver:
h t t p : / / w w w . u c u . e d u . u y / F a c u l t a d e s /
CienciasEmpresariales/ModernizacionRRLL/
I n f o r m e s % 2 0 C o n f l i c t i v i d a d / 0 5 /
Sintesis_pensa%202005.pdf
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dores, fue una característica destacable de
la conflictividad. Registrándose 26 ocupa-
ciones entre los meses de marzo y diciem-
bre. Vale señalar que 23 de estas ocupa-
ciones tuvieron lugar luego de la deroga-
ción de los decretos que autorizaban al Mi-
nisterio del Interior a desalojar los locales
ocupados por los trabajadores (PMDRL,
2006).

Ahora bien, se espera que estos cam-
bios repercutan favorablemente no sólo en
la vida de los trabajadores, sino también en
la economía del país. Parece evidente que
estas nuevas reglas de juego intentan re-
vertir algunas de las consecuencias indese-
adas que padece actualmente el país. Las
transformaciones en las normativas regula-
doras del ámbito laboral que tuvieron lugar
en la década de los noventa incidieron no-
tablemente sobre las dinámicas distributivas
y establecieron un nuevo escenario políti-
co.

Básicamente, la suspensión de los ám-
bitos de negociación colectiva tripartita su-
puso un abandono a muchas de las condi-
ciones que garantizaban los efectos
distributivos progresivos de los marcos de
negociación centralizadas: altos niveles de
protección laboral, economía formalizada,
altas tasas de sindicalización en las princi-
pales ramas de la actividad. Por un lado, la
fuerte apertura de la economía afectó la
transferencia de algunas de las variables
de ajuste de la competitividad sobre las
empresas, a partir del desmantelamiento de
los resortes de protección tradicionales
(subsidios, aranceles, tarifas) que aislaban
a las empresas de la competencia interna-
cional. Por otro lado, los cambios en las
modalidades de inserción laboral y la pro-
pia liberalización de la economía incremen-

taron los niveles de incertidumbre laboral,
concentrando las formas inestables de in-
corporación laboral especialmente en los
sectores bajos. Estos procesos explican, en
buena medida, el debilitamiento de los
formatos tradicionales de representación de
los sectores trabajadores, fundamentalmen-
te en el sector privado de la economía. Esto
aumentó la distancia entre los clivages
“insider-outsider” de los sectores que se
insertan en el mercado de trabajo.

Por tanto, el retorno a las “viejas” re-
glas de juego produce efectos distintos en
la medida en que se inserta en un contexto
socioeconómico radicalmente diferente al
existente en el Uruguay de tres o cuatro
décadas atrás.

Para empezar, en el contexto actual, las
modalidades centralizadas de negociación,
ejemplificadas en las formas tripartitas clá-
sicas de discusión de las cargas laborales,
pierden fuerza como herramientas redistri-
butivas. De este modo, en un contexto de
caída de parte de la estructura sindical tra-
dicional, en combinación con el nuevo mar-
co de competitividad de las empresas, la
forma de extracción de los recursos fisca-
les y la localización de las áreas organiza-
das del trabajo, se define una configura-
ción que presenta efectos contraproducen-
tes en distintas áreas.

Las empresas se enfrentan a contex-
tos de competencia abierta, por lo que de-
ben manejar los costos laborales como va-
riables de ajuste a la competitividad. Por
tanto, las cargas salariales constituyen va-
riables que inciden sobre los estímulos para
la inversión. Por otra parte, los esquemas
impositivos actuales gravan esencialmen-
te el consumo, el trabajo y la renta que las
empresas obtienen. La sobrerrepresenta-
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ción de sectores organizados localizados en
las zonas básicamente extractoras de ren-
tas del Estado, desatan en escenarios de
negociación, costos para los sectores
informalizados (que “pagan” en términos
proporcionales, mayores niveles de sus in-
gresos en los impuestos al consumo) y
eventualmente sobrecargas para las ren-
tas provenientes de las propias empresas
y del trabajo.

En síntesis, esta combinación de facto-
res puede generar efectos contraproducen-
tes sobre el crecimiento de la economía en
la medida que imponga desestímulos para
la inversión del sector empresarial, incre-
mentando la transferencia de costos hacia
el trabajo, profundizando la desprotección
de la cobertura laboral. En segundo lugar,
genera pujas distributivas entre los
“insider-outsider”, a partir de la asimé-
trica representación de dichos sectores en
las instancias de negociación de beneficios
estables, su localización dentro de la eco-
nomía (parte de los primeros fuertemente
anclados en el Estado), y a partir del ca-
rácter fuertemente regresivo del sistema
impositivo.

En definitiva, en ciertos contextos, la
negociación centralizada puede provocar
dinámicas perversas que desestimulando los
niveles de inversión privada, agrave la si-
tuación de vulnerabilidad del mercado de
empleo (deteriorando aun más los meca-
nismos de formalización), con su consi-
guiente efecto sobre los niveles de organi-
zación sindical. A su vez esta cadena retro-
alimenta estrategias de desarrollo “a la
baja” intensificando la adaptación en torno
a bajos niveles de productividad y a bajos
costos laborales.

Una buena forma de quebrar estos cír-

culos perversos constituye la restitución de
instancias más amplias de acuerdo en don-
de, además de las negociaciones de carác-
ter centralizadas constituidas sobre la base
del salario, puedan rediscutirse dos puntos:
1. El establecimiento de pautas de desa-
rrollo laboral centradas en las estrategias
de incremento de la productividad por me-
dio de la discusión de modelos de gestión y
de diseño de las políticas de competitividad.
Esto, de manera de permitir generar enca-
denamientos productivos capaces de com-
petir en torno a nuevos ejes, lo que a su
vez reconstituya nuevos estímulos para la
organización de los trabajadores ensan-
chando las bases de representación actua-
les. 2. El establecimiento de políticas de
reintegro sobre bases no contributivas que
fortalezcan a sectores hoy sumamente vul-
nerables en el mercado de trabajo, que
permitan mejorar su posición a la hora de
negociar con las empresas su inserción en
el mercado de empleo, asegurándoles ni-
veles mínimos de seguridad económica por
la vía de los ingresos.

Estas dos estrategias articuladas den-
tro de un marco de diálogo social extenso
son las que pueden permitir expandir los
niveles de formalización de la economía.
Lo que no implica dejar de lado a los sec-
tores que puedan no verse beneficiados por
la mejora de los niveles de cobertura y pro-
tección.

4. Consideraciones finales

No cabe duda de que los niveles de in-
seguridad económica se han ampliado en
los últimos años. En buena medida, existen
razones para pensar que este clima de in-
seguridad depende fuertemente de las con-
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diciones actuales del mercado laboral. Las
altas tasas de desempleo, subempleo e
informalización de la economía, así como
la brecha salarial creciente, son algunas de
las consecuencias más visibles de este de-
terioro.

En este trabajo, procuré vincular analí-
ticamente los conceptos de diálogo social
e inseguridad económica. Básicamente
argumenté que el diálogo social entendido
como un procedimiento inclusivo que mini-
miza asimetrías en el relacionamiento la-
boral, puede constituir un arma eficaz a la
hora de superar los márgenes de inseguri-
dad. Entre otras cosas, porque el DS es el
mecanismo mediante el cual puede regu-
larse el resto de los componentes que con-
forman la idea de seguridad económica.

En este sentido, si bien todas las instan-
cias posibles de DS (intercambio de infor-
mación, consulta, negociación, concerta-
ción) son fundamentales para corregir los
niveles de inseguridad económica, parece
necesario promover las instancias más
complejas del DS.

La concertación es el procedimiento con
vocación más inclusiva, ya que no sólo su-
pone la inclusión de aquellos que se en-
cuentran dentro del sector formal de la
economía, sino que además posibilita la in-
clusión de quienes se encuentran por fue-
ra. El DS bajo la forma de concertación,
permite compensar “los déficits represen-
tativos” que sufren los actores sin repre-
sentación en el proceso. Así, no sólo corri-
ge los niveles de asimetría, sino que tam-
bién agrega nuevos intereses en la distri-
bución de cargas y beneficios. En buena
medida la selección de la forma más ex-

tensiva de procedimiento de asignación de
cargas sociales, responde a las necesida-
des que impone nuevo contexto de ensan-
chamiento de la brecha entre los “insider-
outsider”.

Esta instancia más extendida de DS
requiere el cumplimiento de dos puntos cla-
ve. En primer lugar, necesita ser planteada
en términos formales. No es viable pensar
una instancia de concertación sin la exis-
tencia de una estructura formal previa que
regule el procedimiento y que induzca el
seguimiento de opciones estratégicas de-
terminadas en cada uno de los actores. En
segundo lugar, no sólo requiere de la exis-
tencia de acuerdos previos sobre pautas
de desarrollo que mejoren la calidad del
empleo, sino que además precisa institucio-
nalizar acuerdos sobre trasferencias no
contributivas. Estas últimas, con el fin de
garantizar una base mínima de seguridad
en el ingreso a aquellos individuos que no
puedan acceder a niveles básicos de segu-
ridad de empleo.

Aquí se plantean dos estrategias distri-
butivas disímiles pero no excluyentes. Am-
bas para atender distintas dimensiones de
la inseguridad económica (ya sea de ingre-
sos como de empleo) tomando en cuenta
los constreñimientos que los procesos de
inserción económica actuales establecen.

Estas estrategias necesitan actores sin-
dicales y empresariales favorables al pre-
compromiso, en la medida en que debe
“vetar” cursos de acción que los benefi-
ciarían en el corto plazo, pero que irían en
contra de los arreglos distributivos nece-
sarios para mejorar la posición de los ex-
cluidos de los formatos actuales.
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